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Alquileres de inmuebles en el nuevo impuesto 

En nuestro último comentario terminamos señalando que los rendimientos de capital se clasifican, a efectos de su imposición, en provenientes del capital inmobiliario o del capital mobiliario. Los primeros refieren a las rentas derivadas de bienes inmuebles ya fuere por arrendamientos, subarrendamientos, o constituciones y cesiones de derechos de uso o goce de cualquier naturaleza o denominación, en tanto no constituyan una transmisión patrimonial (porque ésta califica como "incremento patrimonial" y se grava como tal de una manera diferente, como veremos). 

Respecto de los arrendamientos de inmuebles la ley dispone que el IRPF se determine aplicando la tasa del 12% sobre la sumatoria de todos los ingresos por alquileres devengados en el año, menos los créditos incobrables y ciertos costos. 

En lo referente a los créditos incobrables, cabe recordar que desde el punto de vista de la renta empresarial, un crédito es incobrable cuando hayan transcurrido 18 meses desde su vencimiento. Sin embargo, en el caso de arrendamientos en el IRPF se optó por considerar incobrable un crédito transcurridos tres meses desde el vencimiento del plazo pactado para el pago de la obligación. En caso que dichos créditos se cobren luego de transcurrido dicho lapso, deberán computarse como renta gravada en el mes de su cobro. 

Con relación a los costos la norma establece tres grupos de cargos que, en caso de existir, pueden deducirse. En primer lugar, la comisión de la administradora de propiedades, los honorarios profesionales vinculados a la suscripción y renovación de los contratos y el impuesto al Valor agregado correspondiente. En segundo lugar, los pagos por Contribución Inmobiliaria e Impuesto de Enseñanza Primaria. Por último, en el caso particular de subarrendamientos se podrá deducir, si fuera a cargo del subarrendador, el monto del arrendamiento pagado por éste. 

En síntesis, el IRPF gravará todos los ingresos derivados de arrendamientos, pudiendo el contribuyente realizar escasas deducciones. 

Con el objetivo de contribuir a la correcta recaudación y eficaz fiscalización, la ley ha previsto algunos mecanismos. Por un lado se dispone que en toda acción judicial en que se pretenda hacer valer un contrato de arrendamiento (por ejemplo en un juicio de desalojo) deberá acreditarse estar al día en el pago del IRPF. También se contempla en la ley la posibilidad de que el Ejecutivo establezca la obligatoriedad de la inscripción de los arrendamientos o subarrendamientos en el Registro correspondiente, cosa que la reglamentación no ha abordado en esta instancia. 

Por otro lado, y en uso de la facultad que como vimos la ley otorga al Poder Ejecutivo de establecer pagos a cuenta y designar agentes de retención y otros tipos de responsables, la reglamentación ha designado cuatro grupos de agentes de retención, tema del que nos ocuparemos en la próxima entrega. 
 



